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La ley 18.314 (Ley Antiterrorista)  fue instaurada durante el 
régimen del general Augusto Pinochet en 1984 y aunque en lo medular ha 
conservado sus aspectos más importantes, ha sido modificada y 
perfeccionada en varias ocasiones. 
 Algunos autores han querido definir al terrorismo como “acción 
violenta con un fin político”1, pero dejando de lado aquella definición, es 
importante mencionar que se hace referencia al terrorismo en el inciso 
primero del “art.9: el terrorismo, en cualquiera de sus formas, es por esencia contrario 
a los derechos humano”2. Por lo tanto está más que claro  que tal aseveración 
presupone por sí misma una concepción de lo que es este concepto.  
Ahora bien, del concepto entregado “no podrían deducirse las acciones específicas 
que constituyen terrorismo, pero si es suficiente para excluir conductas que 
manifiestamente se apartan, en aspectos esenciales del concepto propio de terrorismo”3.  
Pero ¿qué es lo que se entiende por conducta terrorista?, la respuesta la 
encontramos en el art. 1 de la ley 18.314, el cual dice que se entiende por 
aquella conducta  aquel  hecho que se cometa con la finalidad de producir 
en la población o en una parte de ella el temor justificado de ser víctima de 
delitos de la misma especie, sea por la naturaleza y efectos de los medios 
empleados, sea por la evidencia de que obedece a un plan premeditado de 
atentar contra una categoría o grupo determinado de personas, sea porque 
se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o imponerle 
exigencias. 
Para entender mejor lo mencionado con anterioridad, hay que 
resaltar que “los actos de homicidio, lesiones, secuestro (encierro, detención, 
                                                          
1 REYNA DEL BARRIO, Álvaro, y REYES LEON, José Julio: Terrorismo, ley antiterrorista y derechos humanos, 
Santiago, Chile, Universidad Academia de Humanismo Cristiano, 1991, pág. 48. 
2 Constitución política de Chile.   
3 IBIDEM, pág. 240 
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retención de una persona en calidad de rehén y/o sustracción de menores), 
envío de efectos explosivos, incendio y estragos, las infracciones contra la salud pública y 
el descarrilamiento, que cumplen con lo mencionado en el art. 1 son algunos ejemplos de 
los cuales  se entienden por terroristas4. 
La ley 18.314 ha estado en boca de todos estos últimos años, esto 
debido a que es una de las leyes más severas de Chile, pues “aumenta las 
condenas aplicables en algunos casos, dificulta la libertad provisional, permite que los 
fiscales no autoricen a la defensa acceso a evidencias durante un plazo de hasta seis 
meses y prevé que los acusados sean condenados basándose en el testimonio de testigos 
anónimos”5. En cuanto a la mención de los testigos anónimos o protegidos 
es donde hay una grave discusión, ya que por ejemplo “hay algunos que 
exponen que  se violan garantías procesales fundamentales protegidas por tratados 
internacionales, tales como el derecho de los acusados a interrogar a los testigos en las 
mismas condiciones que quienes acusan”6. En lo personal, nos encontramos de 
acuerdo al hecho de que existan estos llamados testigos protegidos, porque 
hay que tener en consideración que los delitos cometidos fueron por 
personas consideradas más peligrosas que lo normal, por ende, se teme la 
vida de los que declaran en su contra, lo que amerita que se proteja la 
identidad de aquellos. 
Otro tema que fue de gran discusión fue la competencia de los 
tribunales para la aplicación de la Ley Antiterrorista, discusión que surgió 
por el problema mapuche, a los cuales se les aplicó esta ley, pero estos al 
reclamar que nos encontramos en un régimen democrático, no 
                                                          
4 RIFO, Jose, Ley antiterrorista ¿qué se entiende por terrorismo en Chile?, Biblioteca del Congreso Nacional de 
Chile, disponible en  http://www.bcn.cl/carpeta_temas_profundidad/ley-antiterrorista, visitada el 21 de 
Junio del 2011 
5  Chile debe modificar la ley antiterrorista y la jurisdicción militar, The human rights watch, disponible en 
http://www.hrw.org/es/news/2010/09/27/chile-spanish , visitado el 18 de Junio del 2011  
6 Chile debe modificar la ley antiterrorista y la jurisdicción militar, The human rights watch, disponible en 
http://www.hrw.org/es/news/2010/09/27/chile-spanish , visitado el 18 de Junio del 2011 
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correspondía que el delito que cometieron fuera conocido por tribunales 
militares, por lo que nuestro actual gobierno  modificó la competencia, 
(entre otras) atribuyéndosela a los tribunales civiles. Se hace mención a 
esta modificación porque es de suma relevancia para el presente trabajo, ya 
que pensamos que cualquier tribunal que esté dispuesto a cumplir con lo 
exigido (en el caso de la legislación  terrorista) no tiene diferencia con otro, 
por lo que en realidad esta modificación va por el  lado ideológico  
político. 
Dándole énfasis y centrándonos en el tema mapuche, “desde el 
gobierno de Ricardo Lagos Escobar  se les empezó a aplicar la ley 18.314”7, esto 
debido a que los métodos aplicados con anterioridad no daban resultado, 
la violencia no se detenía y era muy difícil encontrar a los responsables. 
Luego, el gobierno de Michelle Bachelet siguió los pasos de Lagos, quien 
justificó su utilización “más por las ventajas para la investigación que daba esta 
legislación, que por la connotación de terrorista de todos los hechos investigados”8. 
No se puede dejar de mencionar que el pueblo mapuche ofreció 
tenaz resistencia a la colonización española, desde la llegada misma del 
primer español a Chile, continuó ininterrumpidamente durante todo el 
dominio español y durante la independencia y formación del Estado de 
Chile, con quien después de varios tratados se logró la pacificación de la 
Araucanía, tratados que incluían la entrega de tierras y otros derechos. 
Pero el Estado Chileno en muchos casos no cumplió con la 
entrega de tierras a los mapuches, y lo hizo a otras personas, lo que ha 
hecho en cierta forma legal esos títulos de domino. Con lo que tenemos en 
                                                          
7 ARENAS, Gonzalo. Los mapuches y la ley antiterrorista,  El mostrador,  disponible en: 
http://www.elmostrador.cl/opinion/2010/09/07/los-mapuche-y-la-ley-antiterrorista/ Visitado el 18 de 
Junio del 2011 
8ARENAS, Gonzalo, Los mapuches y la ley antiterrorista,  El mostrador, disponible en   
http://www.elmostrador.cl/opinion/2010/09/07/los-mapuche-y-la-ley-antiterrorista/ Visitado el 18 de 
Junio del 2011 
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la actualidad, que las tierras reivindicadas como propias por los mapuches 
hoy día tienen un dueño legal, que es contra quien los mapuches han 
ejercido violencia por diferentes medios para lograr la restitución de estas 
tierras, pero, ¿es realmente necesaria la utilización de la ley antiterrorista 
para el caso de estos mapuches que lo único que quieren es la 
reivindicación de sus tierras?. 
 
CAPÍTULO 1: HISTORIA Y ACTUALIDAD.  
 
 1.1 . RESEÑA HISTÓRICA DEL PUEBLO MAPUCHE. 
Para comenzar a desarrollar esta tesis, es de suma relevancia 
conocer acerca de la cultura de uno de nuestros pueblos originarios, los 
mapuches. “Al llegar los españoles a Chile, los mapuches ocupaban la región 
comprendida entre el Bío-Bío y el Cautín, pero mantenían relaciones y probables 
cruzamientos con los primitivos aborígenes hasta el Itata, por el norte, y el Toltén, por el 
sur”9. 
La apariencia física de ellos se apartaba bastante de la apariencia de 
los europeos, pues, eran bajos (el hombre medía 1,61 metros y la mujer 
1,43), tenían un tronco más largo que el del europeo en relación con la 
estatura, las espaldas anchas, el cuello corto y grueso, piel y ojos oscuros, 
pelo liso y negro, y otras tantas características que no son de mayor 
relevancia señalar. 
En relación a su religión, “los araucanos no habían llegado a las 
concepciones abstractas”10, creían en que la prolongación de la vida encarnaba 
en un doble exacto, donde el espíritu mantenía las mismas necesidades que 
los vivos, y por esa razón enterraban a sus difuntos con los objetos que les 
                                                          
9  ENCINA Francisco y  CASTEDO Leopoldo: Historia de Chile, Santiago, Chile, 1.974, pág. 22. 
10 ENCINA Francisco y  CASTEDO Leopoldo: Historia de Chile, Santiago, Chile, 1.974, pág. 23. 
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habían servido en vida. La religión se basaba en el culto a los antepasados, 
encarnado en el Pillán, entidad que no tiene categoría de dios o de 
demonio, sino de progenitor. Cada clan y cada tribu tenían su propio 
Pillán, que según el espíritu patriarcal o matriarcal predominante era 
masculino o femenino. 
En cuanto a la familia, esta habitaba en una ruca, y los hombres se 
podían casar con cuantas mujeres les permitieran sus recursos. La dueña 
del hogar era la llamada unendomo, quien era libre al quedar en viudedad, 
a diferencia de las demás esposas, quienes pasaban a ser parte de la 
herencia del primogénito. 
“La organización militar se había desarrollado hasta la llegada de los 
españoles, en paralelo incremento a su evolución social”11. Sus armas fueron 
evolucionando con gran rapidez, cerca del año 1536 usaron el arco y 
parece que también la lanza; hacía el año 1550 usaron picas cortas de 4 a 5 
metros en la primera fila y lanzas de 6 a 8 metros en la segunda.  Después 
trabajaron puntas de acero para sus lanzas, y usaron mazas y macanas. 
También hubieron muchos honderos y arqueros que se encontraban 
detrás de los que usaban las armas mencionadas con anterioridad. 
Para el pueblo mapuche el cuidado y respeto hacia la tierra era de 
una mayor relevancia desde los principios de su historia, ellos desde 
siempre se han proclamado hijos de la tierra, pues esto lo  comprendieron 
sus antepasados porque entendían que todo estaba hecho de lo mismo, las 
montañas, los ríos las estrellas, la gente, las piedras y  el gran espíritu. De 
acuerdo a lo anterior, el amor a la madre tierra es un valor mapuche que se 
manifiesta a través de la ritualidad ancestral, es por ello que los ancianos 
enseñan que hay que pedir permiso al espíritu dueño del lugar donde se va 
a extraer algún elemento de la naturaleza ya que todo lo que existe cumple 
una función, nada está por estar y la gente es parte de un todo armónico 
                                                          
11 ENCINA Francisco y  CASTEDO Leopoldo: Historia de Chile, Santiago, Chile, 1.974, pág. 31. 
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cósmico y universal porque para el mapuche lo superior y lo inferior no 
existe. En definitiva, para la sabiduría mapuche la naturaleza era la más 
justa ley, pensamiento que ha perdurado en su pueblo hasta el día de hoy. 
La vida de los araucanos empieza a tomar un rumbo distinto a la 
llegada de los españoles, donde el primer contacto fue con Diego de 
Almagro, con quien tuvieron una amistad bastante efímera, ya que al 
descubrir sus malas intenciones la actitud de los indígenas se volvió hostil. 
Un segundo y no menos importante contacto y definitivo fue con 
Pedro de Valdivia, quien pidió permiso a la corona española para 
conquistar y poblar Chile, logrando fundar Santiago en 1541. Dejando de 
lado los legados de Pedro de Valdivia, es importante recalcar que  los 
mapuches iniciaron una guerra contra él y contra todos sus sucesores, 
guerra que perduró con los españoles por muchas décadas, la que 
continuó contra el Estado de Chile. 
Sin duda alguna, el mayor enfrentamiento bélico fue la conocida 
guerra de Arauco,  donde cuarenta mil guerreros mapuches  se 
enfrentaron a las devastadoras armas de los españoles. En esta guerra 
hubieron variadas batallas de por medio como la batalla de Andalién, la 
batalla del fuerte de Penco (ambas victoriosas para los españoles) y la 
batalla de Tucapel, la cual dirigida por Lautaro conllevó a una gran victoria 
para el pueblo mapuche logrando la muerte de Pedro de Valdivia. 
Posteriormente, decidieron atacar Concepción, logrando destruir la 
ciudad dos veces, pero ya a mediados del año 1557 muere Lautaro a 
manos de los españoles, dándoles una satisfactoria victoria  ya que al 
tenerlo muerto pensaron que todo sería más fácil, pensaron que lograrían 
el fin de la resistencia  mapuche, pero estaban rotundamente equivocados, 
porque “Lautaro era el simple reflejo del alma de toda una raza, por lo que la lucha 
se extendió por aproximadamente por  más de tres siglos”12, donde fue 
                                                          
12 ENCINA Francisco y  CASTEDO Leopoldo: Historia de Chile, Santiago, Chile, 1.974, pág. 68. 
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progresando en sus tácticas, estrategias, elaboración de armas, y por sobre 
todo, el sentimiento de querer sobrevivir y vivir tranquilamente en sus 
tierras fue acreciendo cada vez más. 
Como las estrategias militares les evidenciaban un total fracaso a 
los españoles frente al querer someter a los mapuches, estos buscaron 
nuevas formas para obtener el éxito, donde por medio de los jesuitas 
intentaron persuadir a los mapuches para poner término a la guerra.  Es 
por medio de ellos que empezó a surgir el parlamento,  el cual era una 
instancia de interacción entre ambas sociedades. 
El primer parlamento que surgió fue el de Quilín en 1641, el cual 
fue una gran reunión masiva de donde emanó el primer tratado de paz 
entre mapuches y españoles, después de casi un siglo de enfrentamientos 
por la guerra de Arauco, en él los principales acuerdos fueron: que los 
mapuches conservarían su absoluta libertad, sin que nadie pudiera 
molestarlos en su territorio ni esclavizarlos o entregarlos a encomenderos; 
que su territorio tenía como frontera norte el Biobío; que los españoles 
destruirían el fuerte de Angol, que quedaba dentro del territorio mapuche; 
que los mapuches debían liberar a los cautivos españoles que retenían; que 
se comprometían a considerar como enemigos a los enemigos de España y 
que no se aliarían con extranjeros que llegaran a la costa. Ahora bien, 
aunque lo que esta declaración pudiera significar para los mapuches fuera 
algo relativo e intangible, la aceptación del señorío del rey se volvió en 
adelante uno de los puntos habituales y rutinarios de la pauta de los 
parlamentos mapuches. 
Otro parlamento (conocido como el último) fue el que se celebró 
en 1803, el llamado parlamento de negrete, donde este se estipularán las 
mismas capitulaciones contenidas en todos los parlamentos anteriores 
pero con nuevas cosas, como el reconocimiento y ratificación de Carlos 
IV de España como soberano, la ratificación a el compromiso mapuche de 
no incursionar en las Pampas de Buenos Aires, la ratificación del acuerdo 
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anterior de no permitirse la entrada y acogida de prófugos españoles en el 
territorio mapuche, la  ratificación de la paz y amistad entre los dos 
bandos. Es más, tomado a rasgos generales se estipularán aspectos 
económicos, como fue el libre paso para comercializar diferentes 
productos de ambos lados de la frontera; aspectos militares, en donde se 
intercambiaban prisioneros o cautivos y pactos de alianza militar frente a 
eventuales invasiones de potencias extranjeras, etc.. 
Avanzando en la historia, llegando a la independencia de Chile, los 
mapuches son declarados como chilenos por la ley de la republica, y como 
el territorio fue dividido por la cordillera de los Andes, los mapuches se 
encontraron divididos por las nuevas fronteras que la republica de Chile 
gestaba. 
En la época de la independencia, se rompe el vinculo que lograron 
formar entre españoles y mapuches, donde la nueva “elite” formó su 
nuevo vinculo con los mapuches, el cual fue devastador para ellos ya que 
eran considerados esclavos y tratados de mala manera. Pero los mapuches 
se mantuvieron fieles a los tratados con los españoles y abrazaron las 
causas del rey, en virtud de ello, asistieron militarmente a los realistas, y se 
mantuvieron fieles hasta el momento de la derrota. 
Una vez ya consolidada la independencia chilena, en el año 1823 el 
Estado chileno autoriza al ejecutivo para celebrar parlamentos con los 
mapuches, donde el primero es el llamado parlamento con los araucanos, 
luego, meses más tarde se celebra otro parlamento donde fueron 
asesinados todos los caciques que asistieron, lo cual fue una gran tragedia y 
abuso de poder. Pero en 1825 se convoca a un parlamento general en 
Tapihue  donde se realizan las paces con la republica de Chile, y más 
importante aún, donde se reconoce la frontera y la soberanía mapuche. 
Algunos de los artículos más relevantes de este parlamento trataban temas 
relativos a las tierras, robos, entre otras cosas, como por ejemplo que los 
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gobernadores ó caciques desde la ratificación de estos tratados no 
permitirían  que ningún chileno exista en los terrenos de su dominio, o 
que el chileno que pase a robar a la tierra, y sea aprendido, sería castigado 
por el cacique bajo cuyo poder cayere, y que hecha la paz, y no siendo 
necesario  destacamentos de línea en lo interior de la tierra, ordenará el 
gobierno se retiren a incorporarse a sus respectivos regimientos. 
En el año 1852 el Estado de Chile crea por ley la provincia de 
Arauco, como un modo para ocupar en los años posteriores todos los 
territorios comprendidos al sur del río Bío-Bío en el cual el estado de Chile 
hasta ese momento no tenía jurisdicción, donde la gente que habitaba en 
ese lugar se reconocía como mapuche en todo lo que conlleva a ello, por 
lo que repelían rotundamente al gobierno chileno, pues este, no era 
reconocidos por ellos, no lo sentían propio. 
Ya en 1860 el Estado chileno empieza a ocupar las tierras que no 
le pertenecen, llegando hasta a entregarlas a extranjeros, y logrando por el 
año 1883 derrotar a los mapuches militarmente, algo muy desventajoso 
para el pueblo originario, ya que cada vez se fue quedando sin su amada 
tierra. 
1.2. SITUACION ACTUAL DEL PUEBLO MAPUCHE. 
En el siglo presente, aún nos encontramos con la lucha del pueblo 
mapuche para lograr reivindicar las tierras que le pertenecieron. Aparte de 
querer alcanzar ese gran e importante objetivo, también buscan diversas 
cosas, entre ellas ser reconocidos como pueblo originario dotado de su 
correspondiente autonomía, problema que ha surgido de las leyes 
indígenas, ya que ellas no reconocen la existencia del pueblo mapuche. 
Frente a las fuertes movilizaciones mapuches a surgido bastante 
polémica durante variados años de antaño,  donde en cada gobierno de la 
época, se han ido aplicando diversas formas de represión, formas injustas 
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de aplicación de castigos, discriminación, entre otras cosas.  Ahora bien, la 
forma en que los mapuches han luchado, en la mayoría de los casos no ha 
sido la manera más correcta (algunas veces han canalizado sus demandas 
de forma pacífica y otras de forma violenta), y por esa razón algunos 
mandatarios han optado por la aplicación de formas más duras para poner 
término al movimiento, pero esto no les ha dado resultado, ya que hasta el 
día de hoy, los mapuches siguen luchando por lo que consideran suyo. 
Es relevante destacar algunos de los sucesos que han ocurrido 
durante los últimos (aproximadamente 22) años. Durante el gobierno de 
don Patricio Aylwin se creó una organización mapuche conocida por sus 
recuperaciones de tierras, organización llamada “consejo de todas las 
tierras”, que buscaba recuperar las tierras que se encontraban a manos de 
privados. Pero el presidente de la época frente a esta organización decidió 
aplicar  la Ley de Seguridad Interior del Estado, entendiéndose esta como 
el “delito contra el orden público y la integridad del Estado, la injuria, calumnia y 
difamación contra autoridades como el Presidente de la República, los ministros de 
Estado, los comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, el Contralor General y los 
jueces de la Corte Suprema”13.  Ahora bien, la aplicación de esta ley conllevó a 
la condena a 141 mapuches y a la suspensión de sus derechos políticos.  El 
aplicar aquella ley fue por motivos de la violenta forma de actuar de los 
mapuches, donde no llegando a algún acuerdo para atender a sus 
demandas, grupos minoritarios actuaron de forma violenta y el gobierno 
decidió aplicar un castigo más severo. 
Han surgido variadas luchas entre los mapuches y diversas 
empresas que trabajan la tierra, como por ejemplo, en 1993 hubo una 
oposición a la creación de una segunda central hidroeléctrica en Ralco 
(Bío-Bío) emanada de la empresa española Endesa. Los mapuches (más 
                                                          
13  Art. 6B de la Ley de Seguridad Interior del Estado (LSIE),  Disponible en 




otros indígenas de distintos pueblos) se negaron a abandonar sus tierras, 
su hogar, su vida formada en ese sector, donde fueron amparados por la 
corporación nacional de desarrollo indígena (CONADI). Pero, ante la 
negativa de esta corporación a querer permutar tierras indígenas, el 
presidente Eduardo Frei destituyó al director, logrando obtener que el 
proyecto de la empresa española se realizara. Al destituir a su director, de 
una u otra manera le dio fin a la legitimidad de los mapuches en la 
CONADI. 
Más allá de los problemas que los mapuches han tenido y tienen 
con las diversas empresas que entran a jugar un rol importante en la 
transformación y enajenación de lo que ellos reclaman sus tierras, el mayor 
problema que se da es con el Estado chileno y no con las empresas como 
tal, ya que entienden que es el Estado el que debe reivindicar las tierras y 
reconocer al pueblo mapuche. 
Ya en el año 1997, se comienza a hablar de un conflicto mapuche 
más severo y de una cierta relación de su actuar con el terrorismo, esto 
debido a un suceso en la comuna de Lumaco donde fueron quemados tres 
camiones forestales (investigación que fue llevada a cabo por el ministro 
en visita de la corte de apelaciones de Temuco, don Antonio Castro), 
donde quedó de manera plasmada  que la violencia no se detenía. A pesar 
de que ya se había aplicado la Ley de Seguridad Interior del Estado tanto 
en el gobierno de don Patricio Aylwin como en el gobierno de Eduardo 
Frei, “el primer presidente socialista desde el regreso de la democracia, don Ricardo 
Lagos Escobar, inaugura la aplicación de la Ley Antiterrorista a comuneros 
Mapuches”14, entendiéndose necesaria por la grave violencia que estos 
                                                          
14 ARENAS, Gonzalo, Los mapuches y la ley antiterrorista,  El mostrador, disponible en   
http://www.elmostrador.cl/opinion/2010/09/07/los-mapuche-y-la-ley-antiterrorista/ , visitado el 9 de 




realizaban al momento de dar a entender su malestar con el Estado 
chileno. 
Indagando un poco más en el suceso de la quema de camiones en 
Lumaco, (antes de que se pensara aplicar la ley antiterrorista) hay que tener 
presente que fueron 12 los mapuches detenidos en la cárcel de Temuco, 
quienes se defendían diciendo que la acusación de la que fueron objeto fue 
totalmente indebida, pues, ellos argumentaron que su lucha era por una 
causa justa, donde entregando una declaración sostuvieron: "Nuestra lucha 
por nuestro territorio continuará a pesar de las represalias a que seamos sometidos por 
nuestro legítimo derecho"15. 
La detención de los mapuches por la quema de los camiones trajo 
como consecuencia una serie de manifestaciones y marchas de mapuches 
tanto en Lumaco como en Santiago, esto con ánimo de apoyar a sus 
compañeros y de exteriorizar su malestar con la intendencia, quien 
afirmaban, no tuvo la adecuada actitud frente a la asignación por las 
responsabilidades ocurridas en el lugar de Lumaco. 
Los mapuches que se encontraban en prisión aseguraron que todo 
pudo haber sido evitado “de haber mediado una buena disposición de las 
autoridades del gobierno para reconocer la pobreza que les afecta y la condición de 
miseria en que se encuentran, y concluyeron que -no obstante su detención- continuarán 
luchando por recuperar su territorio”16. 
En fin, este suceso trajo mucha controversia en su época, ya que 
había bastante incertidumbre de si los prisioneros fueron los verdaderos 
causantes de los hechos, y a pesar de que la investigación arrojó que lo 
                                                          
15 Desde cárcel de Temuco hablan indígenas detenidos por violencia en Lumaco , La Epoca año 2 No. 598, disponible 
en http://www.mapuche.info/lumaco/epoc971214.htm,  visitado el 9 de Noviembre del 2011 
16DELGADO, Luis Jose y MILLA Ariela, Mapuches protestan en Lumaco y Santiago, La Tercera en internet 14 
de diciembre de 1997, disponible en http://www.mapuche.info/lumaco/terc971214.htm , visitado el 9 de 
Noviembre del 2011 
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eran, de igual manera había duda. También por un lado se entendía el 
actuar y descontento de los acusados, quienes eran representantes de su 
pueblo, pero no se justificaba. 
Siguiendo en el orden cronológico acerca de la situación actual del 
pueblo mapuche, es menester volver a repetir que después de los diversos 
hechos de violencia cometidos, el presidente Ricardo Lagos fue quien 
decidió aplicar por primera vez la Ley Antiterrorista, dejando las puertas 
abiertas para que el gobierno que lo sucediera siguiera por su misma senda, 
hecho que fue así, pues, en el gobierno de  Michele Bachelet se siguieron 
los pasos del anterior donde también se aplicó la ley antiterrorista a los 
comuneros mapuches. 
En octubre del año 2008 los dirigentes de la coordinadora Arauco-
Malleco  (Héctor Llaitul, Ramón Llanquileo, José Huenuche y Jonathan 
Huillical) fueron acusados de atentar contra el fiscal Mario Elgueta, por lo 
que estuvieron casi dos años en prisión preventiva, y luego fueron 
producto de un largo proceso judicial que duró hasta el año en el que nos 
encontramos hoy, año 2011. Este proceso conocido como el juicio de 
Cañete fue bastante escandaloso, ya que tuvo una serie de observadores 
internacionales debido a la aplicación de la Ley Antiterrorista, más en 
especifico en lo relacionado a los testigos protegidos. Además, uno de los 
patrocinadores de la causa, el abogado de derechos humanos Adolfo 
Montiel afirmó que los comuneros fueron sometidos a un doble 
procesamiento en la justicia civil y militar, por lo que  calificó de 
discriminatorio, racial e inconstitucional el condenarse dos veces por el 
mismo hecho. Lo que ocurrió fue que la justicia militar absolvió y después 
la corte de apelaciones confirmó la absolución por ataque a carabineros, y 
luego la corte suprema dijo que el dolo fue contra carabineros y no contra 
el fiscal, pero condenó a los comuneros por atentado contra el fiscal. Lo 
que hizo la corte suprema fue bajar las penas de 15 a 3 años y un día, pero 
de igual manera quedaron condenados. 
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Debido al irregular procedimiento judicial, los perjudicados 
presentaran antes del seis de diciembre (que es la fecha en que expira el 
plazo) acciones contra  el Estado chileno ante la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, esto por el irregular procedimiento judicial que se 
llevó a cabo durante todo este tiempo. 
En fin, durante estos últimos años han sido variados los sucesos 
que han calificado a los mapuches como terroristas, donde en algunos 
casos se les ha llegado a absolver por falta de hechos o requisitos, y en 
otros casos se les ha decidido aplicar la Ley Antiterrorista causando una 
gran polémica dentro de nuestro país, que ha alcanzado fuerza hasta en el 
ámbito internacional. 
CAPÍTULO 2: LEY ANTITERRORISTA. 
A continuación se detallará con mayor precisión ciertos puntos 
relativos a la ley que nos convoca, la ley 18.314. 
2.1. ORIGEN Y MODIFICACIONES. 
Como bien fue mencionado en el capítulo I denominado 
“antecedentes” del presente trabajo, la ley antiterrorista fue insaturada por 
el general Augusto Pinochet el 16 de Mayo del año 1984, durante el 
régimen militar, “con la clara finalidad de sancionar drásticamente cualquier tipo de 
insurrección contra dicho régimen”17 , la verdad, es que ésta aseveración no es 
tan cierta, ya que a mi juicio la presente ley se instauró no solo para 
sancionar actos contra el régimen militar, sino que también se instauró 
pensando en la sociedad, en aquellos actos que produzcan en la población 
un temor justificado de ser víctimas de delitos. 
                                                          
17  AYLWIN,  Antonio José: La aplicación de la Ley N° 18.314  que determina conductas terroristas y fija su 
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implicancias desde la perspectiva de los derechos humanos, disponible en:  
http://www.observatorio.cl/sites/default/files/biblioteca/informe_en_derecho_ley_antiterrorista_y_dere




El terrorismo se entiende como la “dominación por el terror; sucesión 
de actos de violencia ejecutados para infundir el terror”18, pero en concreto, como 
bien fue manifiesto en el inicio de este trabajo, por actos terroristas 
debemos entender que son “los  delito de homicidio, lesiones, secuestro (encierro, 
detención, retención de una persona en calidad de rehén y/o sustracción de 
menores), envío de efectos explosivos, incendio y estragos, las infracciones contra la salud 
pública y el descarrilamiento”19, pero todos estos actos para que se sancionen 
deben ocurrir en determinadas circunstancias, como por ejemplo, el delito 
del que se trate debe cometerse con el propósito de producir en la 
población o en parte de ella el temor justificado de ser víctima de este tipo 
de delitos, como bien se menciona en el artículo uno de la presente ley;  el 
delito sea cometido para sustraer resoluciones de la autoridad o imponerle 
exigencias; entre otros. 
Cabe resaltar que la figura del terrorismo no solo se encuentra en 
la ley en comento, sino que también se establece en nuestro cuerpo legal 
más importante, en la Constitución de la República, la cual en su artículo 
nueve reza “el terrorismo, en cualquiera de sus formas, es por esencia contrario a los 
derechos humanos”20 , y no solo nos indica esta importante aseveración, sino 
que además en su inciso segundo nos muestra que los responsables de los 
actos de delitos terroristas quedarán inhabilitados por el plazo de quince 
años para ejercer funciones o cargos públicos.  
También en nuestra Constitución se dispone que el procesamiento 
y la condena de una persona por delito terrorista tiene consecuencias 
relativas al goce del derecho de sufragio y de la calidad de ciudadano,  
respectivamente. En efecto, el artículo 16  nº 3 de la Constitución 
prescribe que el derecho de sufragio se suspende por el hecho del 
                                                          
18 RIFO, Jose, Ley antiterrorista ¿qué se entiende por terrorismo en Chile?, Biblioteca del Congreso Nacional de 
Chile, disponible en  http://www.bcn.cl/carpeta_temas_profundidad/ley-antiterrorista, visitada el  23 de 
Mayo del 2012. 
19 RIFO, Jose, Ley antiterrorista ¿qué se entiende por terrorismo en Chile?, Biblioteca del Congreso Nacional de 
Chile, disponible en  http://www.bcn.cl/carpeta_temas_profundidad/ley-antiterrorista, visitada el  24 de 
Mayo del 2012. 
20 Artículo 9, Constitución política de Chile 
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procesamiento por delito que la ley califique como conducta terrorista 
(aun en la hipótesis que no tuviera asignada pena aflictiva), y el artículo 17 
nº 3 menciona la pérdida de la calidad de ciudadano por el hecho de la 
condena por delito constitutivo de conducta terrorista. 
Ahora bien, como se sabe, la ley 18.314 ha pasado por variadas 
modificaciones desde su dictación y promulgación, a pesar de que en lo 
medular a mantenido sus aspectos más relevantes.  
Actualmente el artículo uno da referencia a  que constituirán 
delitos terroristas los enumerados en el artículo 2º, cuando en ellos 
concurriere alguna de las circunstancias siguientes: primero que el delito se 
cometa con la finalidad de producir en la población o en una parte de ella 
el temor justificado de ser víctima de la misma especie, sea por la 
naturaleza y efectos del medio empleado, sea por la evidencia de que 
obedece a un plan premeditado de atentar contra una categoría o grupo 
determinado de personas, y también se presumirá la finalidad de producir 
dicho temor en la población en general, salvo que conste lo contrario, por 
el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos o 
incendiarios, armas de gran poder destructivo, medios tóxicos, corrosivos 
o infecciosos u otros que pudieren ocasionar grandes estragos, o mediante 
el envío de cartas, paquetes u objetos similares, de efectos explosivos o 
tóxicos; y segundo que el delito sea cometido para arrancar resoluciones 
de la autoridad o imponerle exigencias. 
El artículo dos de la presente ley, por su parte, dispone que 
constituirán conductas terroristas, cuando reunieren algunas de las 
características señaladas en el artículo anterior: 1.- (...) los de incendio y 
estragos, reprimidos en los artículos 474, 475, 476 y 480 del Código Penal 
(...)” 
Se mencionan estos dos primeros artículos, ya que en cuanto a 
ellos, la ley 18.314 sufrió una modificación introducida  por la ley 19.027, 
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de 24 de enero de 1991, y posteriormente, por medio de la promulgación 
de la Ley 19.241, de 28 de agosto de 1993, se agregó un inciso final al 
artículo segundo, relativo al delito de secuestro cometido por una 
asociación ilícita terrorista. 
El motivo por el cual se reformó, se modificó la ley 18.314  
sobrevino por la necesidad de adecuar la legislación vigente al nuevo 
contexto normativo derivado de la modificación del artículo cinco de 
nuestra Constitución, en virtud del cual se estableció en su inciso segundo 
que “el ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos 
esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado 
respetar y promover tales derechos, garantizados por esta constitución, así como por los 
tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”21.  
Lo anterior hace referencia con lo manifestado en el mensaje 
presidencial del proyecto de ley, que reza lo siguiente “para cumplir con el 
mandato del constituyente es necesario adecuar la legislación interna a lo preceptuado en 
la constitución de 1980  y a los referidos: tratados internacionales”22.  
Para lograr el objetivo anterior, se debía precisar lo entendido por  
conductas terroristas, delitos contra la seguridad del estado y delitos 
militares, ya que de esta manera “sería posible resguardar eficazmente los bienes 
que pretenden proteger, castigar a los culpables con penas proporcionales y juzgarlos con 
arreglo a un procedimiento racional y justo”23. 
Las principales modificaciones que se hicieron a la ley antiterrorista 
eran en cuanto al concepto de lo que era acto terrorista, ya que la ley 
confundía actos propiamente, atentatorios contra la seguridad del Estado 
con conductas terroristas porque atribuía al terrorismo el carácter de una 
ideología. En el mensaje de la reforma se manifiesta que  “más que una 
ideología, el terrorismo es un método de acción criminal al cual recurren los extremismos 
                                                          
21 Artículo 5, Constitución política de Chile 
22 HL19.027, pág. 4. 
23 HL19.027, pág. 4. 
20 
 
de derecha e izquierda, los narcotraficantes, los fanáticos religiosos, los traficantes de 
armas, los gobiernos totalitarios y las dictaduras”24, y continúa diciendo que “lo 
que caracteriza la conducta terrorista es el atentar contra la vida, la integridad física o 
la libertad de las personas por medios que produzcan o puedan producir un daño 
indiscriminado, con al objeto de causar temor a una parte o a toda la población”25.  
En cuanto a que se entiende la acción penal como una acción 
criminal, la acción criminal pertinente ya está tipificada como delito, de 
modo tal que el uso del método terrorista en la comisión del delito debe 
castigarse con una agravación de la pena correspondiente al delito. 
A modo de terminar con la modificación introducida por la ley 
19.027, algunas de las propuestas que se encontraban en el proyecto de ley 
fueron rechazadas, otras fueron modificadas y otras aceptadas. Al fin y al 
cabo lo que interesa en este trabajo es que la ley antiterrorista si tuvo 
ciertas modificaciones causadas por la ley mencionada. 
Otra modificación fue introducida por la ley 19.241, de Agosto del 
año 1993, ley que modificó artículos del Código Penal y el inciso quinto 
del artículo dos de la ley en comento.   
En su artículo cuarto dispuso que se debía agregar al número cinco 
del artículo segundo de la ley antiterrorista, el siguiente párrafo: “los delitos 
de secuestro, sea en forma de encierro o detención, sea de retención de una persona en 
calidad de rehén y de sustracción de menores, establecidos en los artículos 141 y 142 del 
Código Penal, cometidos por una asociación ilícita terrorista, serán considerados siempre 
como delitos terroristas”26. 
En cuanto a la competencia de los tribunales, en la misma historia 
de la ley 18.314 se menciona que “el proyecto entrega la sustanciación de las 
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25 HL19.027, pág. 5. 
26 Artículo 4, Ley 19.241 
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causas por delitos terroristas a los Tribunales Militares”27, pero esto actualmente 
está modificado ya que la competencia reside en los Tribunales Civiles. 
La ley 19.806 también fue menester en la transformación que fue 
teniendo la ley antiterrorista, ya que modificó variados artículos, siendo 
uno de los contenidos más destacados aquel en que se hace mención a la 
adecuación de la ley 18.314 al  nuevo sistema procesal penal, 
reemplazando las antiguas referencias a los Tribunales del Crimen por la 
de los Juzgados de Garantía, y las relativas a las facultades investigativas y 
persecutoras de los Jueces del Crimen, por las que corresponden al 
Ministerio Público. 
Finalmente, la última modificación que sufrió la ley 18.314, fue 
introducida por  la ley 20.519, la cual en el artículo primero incluyó que la 
presente ley no se aplicará a las conductas ejecutadas por personas 
menores de 18 años. 
2.2. ESTRUCTURA. 
La Ley antiterrorista está compuesta de dos capítulos, el primero 
denominado “de las conductas terroristas y su penalidad”, donde se 
encuentra el artículo primero hasta el noveno, y el segundo capítulo se 
denomina “de la jurisdicción y del procedimiento”, donde se contienen los 
restantes artículos, es decir, desde el número diez hasta el veintitrés, 
encontrándose al final, un artículo transitorio. 
Como ya se señaló en su oportunidad, el artículo primero hace 
mención a los actos, a los hechos que se cometan con la finalidad descrita 
para ser entendidos como actos terroristas, y al fin y al cabo, se podría 
entender este artículo como un modo de introducir al artículo segundo, 
que señala, en sí, los hechos que se constituyen delitos terroristas.  
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Anteriormente, ya mencionamos a grandes rasgos el contenido del 
artículo dos de la ley en comento, cuando dijimos que era lo que se 
entendía por actos terroristas, pero, a pesar de ello, nos parece interesante 
citar el contenido del artículo, que nos servirá en capítulos posteriores:  
“Constituirán delitos terroristas, cuando cumplieren lo dispuesto en el artículo 
anterior:  
1.- Los de homicidio sancionados en el artículo 391; los de lesiones establecidos 
en los artículos 395, 396, 397 y 398; los de secuestro y de sustracción de menores 
castigados en los artículos 141 y 142; los de envío de cartas o encomiendas explosivas 
del artículo 403 bis; los de incendio y estragos, descritos en los artículos 474, 475, 476 
y 480, y las infracciones contra la salud pública de los artículos 313 d), 315 y 316, 
todos del Código Penal. Asimismo, el de descarrilamiento contemplado en los artículos 
105, 106, 107 y 108 de la Ley General de Ferrocarriles. 
2.- Apoderarse o atentar en contra de una nave, aeronave, ferrocarril, bus u 
otro medio de transporte público en servicio, o realizar actos que pongan en peligro la 
vida, la integridad corporal o la salud de sus pasajeros o tripulantes. 
3.- El atentado en contra de la vida o la integridad corporal del Jefe del 
Estado o de otra autoridad política, judicial, militar, policial o religiosa, o de personas 
internacionalmente protegidas, en razón de sus cargos. 
4.- Colocar, enviar, activar, arrojar, detonar o disparar bombas o artefactos 
explosivos o incendiarios de cualquier tipo, armas o artificios de gran poder destructivo o 
de efectos tóxicos, corrosivos o infecciosos. 
5.- La asociación ilícita cuando ella tenga por objeto la comisión de delitos que 
deban calificarse de terroristas conforme a los números anteriores y al artículo 1°.  
INCISO DEROGADO”28.  
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El artículo tercero, revela las penas que se le asocian a cada 
numeral contemplado en el artículo anterior, donde se muestra que en 
ciertos casos el aumento puede ser de uno, dos o tres grados de la pena 
establecida en el Código Penal, o en la Ley de Seguridad del Estado. Cabe 
resaltar, que estas penas se deben a que se entiende que los actos 
cometidos no son delitos que se consideran en el Código Penal, ya que son 
más intensos, debido a la finalidad con la que se realizan, a esto me refiero 
a que  la gravedad de las consecuencias provenientes de la calificación de 
un delito “normal” o más bien, común,  como delito terrorista requiere 
que esa  calificación  tenga  un carácter fuerte, de peso, para poder llegar a 
fundamentar una mayor gravedad proporcional del hecho en relación con 
el hecho meramente constitutivo del delito común. A Esto se le puede 
relacionar con el contenido del artículo tercero bis, ya que aquel menciona 
que “para efectuar el aumento de penas contemplado en el artículo precedente, el 
tribunal determinará primeramente la pena que hubiere correspondido a los 
responsables, con las circunstancias del caso, como si no se hubiere tratado de delitos 
terroristas, y luego la elevará en el número de grados que corresponda”29.  
Pero, sin perjuicio del aumento de penas mencionado con 
anterioridad, el artículo cuarto menciona casos en que la pena podrá 
disminuirse hasta en dos grados, esto es, cuando se intente evitar o 
aminorar el hecho incriminado, o se entregara cierta información para 
evitar que otros delitos terroristas ocurran o se llegue con el paradero de 
los involucrados. 
Se menciona que quien cometa actos terroristas quedará 
inhabilitado a lo señalado en el artículo noveno de la Constitución Política 
de la República, tal como se señaló en el inicio de este capítulo. Esto se 
encuentra en el artículo quinto de la ley 18.314. 
                                                          




El artículo que procede al quinto fue derogado, y el séptimo trata 
de la tentativa de cometer alguno de los delitos contemplados en la ley, la 
cual tendrá la pena designada según el delito, en menos de dos grados. En 
cambio, si se descubre que por cualquier medio se recauden fondos, entre 
otras cosas, para la comisión del delito, el castigado será la pena de 
presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo, 
tal como lo reza el artículo octavo. 
En el artículo noveno se hace mención a quien es el que queda 
exento de responsabilidad, y este es quien “se desistiere de la tentativa de 
cometer algunos de los delitos previstos en esta ley, siempre que revele a la autoridad su 
plan y las circunstancias del mismo”30. También se menciona que queda exento 
el que por conspiración o tentativa desiste del delito, cumpliendo lo 
requerido en el artículo precedente, porque si no cumple aquello, en el 
caso de la tentativa, quedará sujeto a lo dictado por el artículo séptimo. 
Ya entrando en el segundo capítulo los artículos 10, 11 y 12, 
empiezan a hacer mención al tema de la investigación. Aquella puede ser 
iniciada de oficio por el Ministerio Público o por denuncia o querella, lo 
cual no varía en nada según las reglas generales. Pero, la diferencia está en 
que también puede ser iniciado por “querella del Ministro del Interior, de los 
Intendentes Regionales, de los Gobernadores Provinciales y de los Comandantes de 
Guarnición”31.   Y en cuanto al plazo para la investigación, éste se puede 
ampliar por 10 días a solicitud del fiscal y a resolución fundada, y cuando 
sea necesario, las diligencias que ordene el Ministerio público deberán ser 
cumplidas por las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, donde en ciertos 
casos para que esto suceda deberán haber sido aprobadas, autorizadas por 
el juez de garantía. 
El artículo 13 fue derogado, y el 14 me es de suma relevancia ya 
que su contenido (junto al de otros artículos de este segundo capítulo) ha 
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servido de discusión en cuanto a si hay o no un debido proceso. Por ese 
motivo es menester citar el presente artículo:  
“En los casos del artículo 1º de esta ley, durante la audiencia de formalización 
de la investigación o una vez formalizada ésta, si procediere la prisión preventiva del 
imputado, el Ministerio Público podrá pedir al juez de garantía que decrete, además, 
por resolución fundada, todas o algunas de las siguientes medidas: 
1.- Recluir al imputado en lugares públicos especialmente destinados a este 
objeto.  
2.- Establecer restricciones al régimen de visitas. 
3.- Interceptar, abrir o registrar sus comunicaciones telefónicas e informáticas y 
su correspondencia epistolar y telegráfica.  
Las medidas indicadas precedentemente no podrán afectar la comunicación del 
imputado con sus abogados y la resolución que las imponga sólo será apelable en el efecto 
devolutivo. 
Sin perjuicio de lo anterior, en cualquier momento el Ministerio Público podrá 
solicitar autorización judicial para la realización de diligencias de investigación que la 
requieran, en los términos del artículo 236 del Código Procesal Penal. 
En ningún caso las medidas a que se refiere este artículo podrán adoptarse en 
contra de los Ministros de Estado, los subsecretarios, los parlamentarios, los jueces, los 
miembros del Tribunal Constitucional y del Tribunal Calificador de Elecciones, el 
Contralor General de la República, los Generales y los Almirantes”32.  
Como bien se dijo, en este artículo podemos tratar el tema del 
debido proceso, entendiéndose un juico justo donde se contiene el 
principio de la presunción de inocencia, el de legalidad, el de 
proporcionalidad y necesidad, no dejando de lado el derecho a la igualdad 
y no discriminación.  
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Según el artículo en cuestión, en el caso de la prisión preventiva,  
cuando se investiga un acto por considerarse y fundarse en terrorista, el 
sospechoso por dicho acto tiene una gran probabilidad de permanecer un 
mayor tiempo en prisión, durante todo el periodo previo al juicio, o 
durante el juicio mismo. 
Según el Código Procesal Penal, “La prisión preventiva procederá cuando 
las demás medidas cautelares personales fueren estimadas por el juez como insuficientes 
para asegurar las finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de la 
sociedad”33, en palabras más simples, aquella procederá cuando se considere 
necesaria para la investigación o debido al carácter de peligroso que reviste 
el acusado. 
Algunos de los requisitos para la procedencia de la prisión 
preventiva son que existan antecedentes de la existencia del delito, y que 
existan antecedentes para presumir fundadamente que el imputado ha 
tenido participación en el ilícito, pero si se demuestra la gravedad del 
delito, como en el caso de alguno de los mencionados en el artículo 
segundo de la ley 18.314, se podrá ordenar la prisión preventiva sin más 
antecedentes, como ha ocurrido en varios casos de mapuches imputados 
de actos terroristas. 
Ahora bien, se entiende que la prisión preventiva reviste un 
carácter excepcional y no general, tal como se desprende del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el cual señala que “(…) La 
prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla 
general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias 
procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo”34.   En cuanto a esto, pareciera 
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que se aplica como regla general y no como excepción la prisión 
preventiva desprendida de la Ley Antiterrorista, por lo que en este aspecto 
se podría entender que se estaría vulnerando al debido proceso, pero, 
debido a la gravedad de los delitos, y a la verdadera amenaza del imputado, 
y entendiéndose que las demás medidas cautelares no ayudarían en nada, 
su directa aplicación no parece indebida, aunque el problema está en que 
se debería tener una mayor cautela en cuanto al juicio o criterio del fiscal, 
ya que en muchas ocasiones éste ha exagerado los cargos para extender el 
tiempo de la prisión preventiva, y en muchas ocasiones injustamente. 
Siguiendo en el orden de la ley en comento, es menester 
mencionar entero el artículo 15, debido a las mismas razones del artículo 
anterior. 
“Sin perjuicio de las reglas generales sobre protección a los testigos 
contempladas en el Código Procesal Penal, si en la etapa de investigación el Ministerio 
Público estimare, por las circunstancias del caso, que existe un riesgo cierto para la vida 
o la integridad física de un testigo o de un perito, como asimismo de su cónyuge, 
ascendientes, descendientes, hermanos u otras personas a quienes se hallaren ligados por 
relaciones de afecto, dispondrá, de oficio o a petición de parte, las medidas especiales de 
protección que resulten adecuadas. 
Para proteger la identidad de los que intervengan en el procedimiento, su 
domicilio, profesión y lugar de trabajo, el fiscal podrá aplicar todas o alguna de las 
siguientes medidas: 
a) que no conste en los registros de las diligencias que se practiquen sus 
nombres, apellidos, profesión u oficio, domicilio, lugar de trabajo, ni cualquier otro dato 
que pudiera servir para su identificación, pudiendo utilizar una clave u otro mecanismo 
de verificación para esos efectos. 
 




b) que su domicilio sea fijado, para notificaciones y citaciones, en la sede de la 
fiscalía o del tribunal, debiendo el órgano interviniente hacerlas llegar reservadamente a 
su destinatario, y 
c) que las diligencias que tuvieren lugar durante el curso de la investigación, a 
las cuales deba comparecer el testigo o perito protegido, se realicen en un lugar distinto de 
aquél donde funciona la fiscalía, y de cuya ubicación no se dejará constancia en el 
registro respectivo. 
Cualquiera de los intervinientes podrá solicitar al juez de garantía la revisión 
de las medidas resueltas por el Ministerio Público”35. 
En cuanto al tema de los testigos protegidos, también le ronda el 
tema de si se comete infracción al debido proceso o no, esto porque según 
lo que reza el artículo, se entiende que “la defensa se encontrará impedida de 
realizar gestiones en forma expedita (en resguardo de los derechos del propio acusado) 
dado que tanto la identidad y el testimonio secreto de denunciantes u otros lo impide”36, 
por lo que se estaría vulnerando la garantía contenida  en el artículo 19 n° 
3 de la Constitución política, la cual nos dice que se asegura a todas las 
personas la igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos. 
Claramente el artículo 19 n° 3 de la Constitución Política es 
sobrepasado en el caso de los testigos protegidos, pero más que una 
vulneración, pareciera ser una excepción a la regla general, y esto debido a 
que los que cometen los ilícitos comprendidos en esta ley, son 
considerados personas sumamente peligrosas, por lo que surge la 
necesidad de proteger a toda costa la identidad del testigo, debido a que 
pueda ser dañado. Por lo tanto, a nuestro juicio, el debido proceso no es 
vulnerado, ya que solo se busca proteger la integridad tanto física como 
sicológica del testigo, debido al peligro al que se pueda encontrar si se 
diera a conocer su identidad. 
                                                          
35 Artículo15, Ley 18.314 
36 REYNA DEL BARRIO, Álvaro, y REYES LEON, José Julio: Terrorismo, ley antiterrorista y derechos humanos, 
Santiago, Chile, Universidad Academia de Humanismo Cristiano, 1991, pág. 293. 
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Se establece una sanción si se infringen las prohibiciones 
decretadas por el tribunal. Si una persona proporciona la información que 
no se debía otorgar, la pena será de reclusión menor en su grado medio a 
máximo, y si esta información fuere divulgada por cualquier medio de 
comunicación social, se impondrá a su director, además, una multa de diez 
a cincuenta ingresos mínimos, tal como señala el artículo 16 de la ley 
18.314. El establecer una sanción refleja la importancia de la protección de 
los testigos o peritos, si fuere decretado por el tribunal. 
En el artículo 17 se hace mención a una protección policial si esta 
fuere necesaria, la cual se relaciona con el artículo 308 del Código Procesal 
Penal, donde se brinda protección a los testigos. Quizás se podría 
entender que solo con este artículo bastaría con proteger a los testigos, y el 
ocultar su identidad, debilitando la capacidad de defensa del imputado 
para poder lograr refutar, sería innecesario, pero, tal como se dijo en 
párrafos anteriores, la calidad de peligroso del imputado refleja una clara 
necesidad de mayor protección, por lo que tanto el artículo 15 como el 17 
se pueden aplicar al mismo tiempo, si se estima necesario. 
Siguiendo con los artículos de la ley en comento, tanto el 18, 19, 
20, y 21 continúan señalando casos para la seguridad del testigo. A grandes 
rasgos, se hace mención a la anticipación de prueba, a medidas 
complementarias (como el cambio de domicilio), al cambio de identidad si 
es estrictamente necesaria para la protección del individuo, y a que 
determinadas actuaciones, registros o documentos sean mantenidos en 
secreto en los términos que dispone el artículo 182 del Código Procesal 
Penal.  
El artículo 22 se encuentra derogado, y el 23 habla de la condena, 
el que señala: 
“En el caso de condena por delito terrorista y por otro tipo de delito, se 
cumplirá la pena asignada al o los delitos de esta ley y posteriormente, las otras penas, 
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contándose aquélla desde la fecha de la detención, cualquiera haya sido el delito que la 
motivó”37. 
Finalmente existe un artículo transitorio, el cual no es de mayor 
relevancia para pronunciarlo en el presente trabajo. 
CAPÍTULO 3: MEDIDAS DE PRESIÓN DE LOS COMUNEROS 
MAPUCHES CONTRA EL ESTADO CHILENO. 
Como bien se explicó en capítulos anteriores, y como bien 
sabemos, el pueblo mapuche se mantiene en una constante lucha contra el 
Estado de Chile, buscando entre otras cosas, el reconocimiento de su 
diversidad étnica y cultural, que no se les siga aplicando la ley 18.314, y por 
supuesto la reivindicación de las tierras que reclaman suyas. 
Frente a la vaga respuesta por parte del Estado, los mapuches han 
ido ejerciendo diversas medidas de presión con motivo de obtener lo que 
buscan, por lo que a continuación nos referiremos más detalladamente a 
algunas de ellas. 
3.1 HUELGA DE HAMBRE. 
Para comenzar, es necesario señalar que por huelga de hambre  se 
entiende que es un medio de presión no directamente violento destinado a 
influir o modificar decisiones de una autoridad pública o privada. 
Generalmente, consiste en una inactividad relevante, ya que hay una 
relación directa entre lo que se deja de hacer e intereses de la autoridad a la 
cual se presiona. 
Está de más decir, que el medio de presión en este caso es la no 
ingesta de alimentos, la que puede consistir en una huelga de hambre 
simple o seca, entendiéndose la primera como aquella en que no se 
ingieren alimentos pero si se bebe agua, en cambio en la huelga de hambre 
seca no se ingieren alimentos y no se bebe agua. 
                                                          
37 Artículo 23, Ley 18.314 
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Si bien este medio de presión se entiende que deriva de la libertad 
de expresión y del derecho de petición, en realidad es un ejercicio ilegitimo 
de esos derechos, ya que no hace resguardo a su vida, a su salud, y pone en 
tela de juicio la dignidad y la honra de la autoridad que se está presionando 
para obtener sus objetivos, ya que si no obtienen lo que quieren, se deja a 
la autoridad como un asesino frente a la sociedad, y a la misma vez, al 
ubicar a la autoridad como un medio para conseguir un propósito, es 
claramente contrario a la dignidad. 
Ahora bien, dejando de lado conceptos y el análisis de si es o no 
contrario a derechos, cabe mencionar para efectos del presente trabajo los 
casos o sucesos que han ocurrido durante algunos años en cuanto a la 
huelga de hambre realizada por mapuches. 
Durante el 2010 hasta el presente año han ocurrido variadas 
huelgas de hambre, siendo una de las más polémicas la iniciada el 12 de 
Julio del 2010, en la cárcel El Manzano de Concepción, donde un grupo 
de mapuches que permanecían recluidos en dicha cárcel decidieron llevar a 
cabo dicha forma de presión debido a que “acusan que han sido víctimas de 
procesamientos judiciales que califican de injustos”38 , principalmente  dando 
referencia a la  aplicación de la Ley Antiterrorista. 
Estos mapuches acusaron al Estado debido a que  decían, y en 
realidad aún siguen diciendo que aquel, “ha criminalizado la justa lucha de las 
comunidades”39, aplicando duras leyes en sus contras, solo para poder 
terminar con el movimiento de lograr obtener lo que les corresponde. 
Las demandas que se le exigió al Estado para deponer la huelga 
incluían que se deje de aplicar la Ley Antiterrorista, que se cumpla el 
                                                          
38 Reos mapuches iniciaron huelga de hambre en cárcel de Concepción, Emol.Chile, disponible en 
http://www.emol.com/noticias/nacional/2010/07/12/424341/reos-mapuches-iniciaron-huelga-de-
hambre-en-carcel-de-concepcion.html, visitado el 14 de Junio del 2012. 
39  Reos mapuches iniciaron huelga de hambre en cárcel de Concepción, Emol.chile, disponible en 
http://www.emol.com/noticias/nacional/2010/07/12/424341/reos-mapuches-iniciaron-huelga-de-
hambre-en-carcel-de-concepcion.html, visitado el 14 de Junio del 2012. 
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debido proceso, terminando con los testigos sin rostro, exigían la libertad 
de los presos políticos mapuches, entre otras demandas. 
Cabe destacar que la decisión por aplicar tal ley, fue debido a que 
los mapuches que se encontraban en prisión fueron acusados de participar 
en atentados incendiarios a empresas forestales, justificándose en su lucha 
de intentar recuperar sus tierras ancestrales. 
A la decisión de presionar al Estado por esta vía, el mismo mes del 
mismo año se sumaron otros mapuches de la cárcel de Angol, apoyando a 
sus compañeros y a la lucha general de su pueblo, donde ya en Agosto 
llegaron a ser 34 comuneros mapuches en huelga de hambre. 
Debido a la larga duración de la huelga, y al mal estar físico que 
estaban sufriendo los mapuches, la Corte de Apelaciones de concepción 
autorizó a gendarmería a alimentar forzosamente a los mapuches. La 
decisión que se tomó en su época nos parece debidamente correcta, ya que 
invocando al derecho a la vida y a la protección de la salud, se puede 
interrumpir una huelga de hambre obligando a los huelguistas a 
alimentarse incluso en contra de su voluntad, y esto debido a que el 
derecho a la vida y la protección de la salud son derechos irrenunciables, 
pero, de igual manera, no lograron terminar con la huelga ya que aquella 
siguió llegando a cumplir 82 días aproximadamente. 
En Septiembre el presidente de la república Sebastián Piñera 
anuncia el establecimiento de una mesa de diálogo en cuanto al tema 
mapuche, pero los comuneros mapuches rechazaron las condiciones de 
dicha mesa de diálogo, continuando con su actual medio de presión. 
Ya en Octubre, alcanzando 82 días de huelga, la mayoría de los 
comuneros mapuches decidieron deponerla tras lograr un acuerdo con el 
gobierno, el cual consistía básicamente en que el presidente de la república 
desistiría de las causas que se encontraban bajo ley Antiterrorista, esto 
33 
 
debido a que no existía convicción de que los hechos a los que se les 
imputaba a los mapuches se les debía seguir calificando como terroristas. 
Sin perjuicio de lo anterior, varios de los mapuches siguieron con 
la huelga debido a que no les daba certeza de que a pesar de haber llegado 
a tal acuerdo con el gobierno, fiscales siguieran haciendo uso de la ley 
18.314 en casos futuros. 
A mediados de Octubre se logra terminar con tal medida de 
presión, pero el año 2011 vuelven a realizar otra huelga de hambre, esta 
vez encabezada por los acusados del ataque al fiscal Mario Elgueta, caso 
que ya fue mencionado en su oportunidad.  La huelga se extendió por 86 
días, donde se logró obtener la rebaja de condenas. 
Esta medida de presión, en realidad no pareciera ser la adecuada, 
ya que como fue mencionado en párrafos anteriores, es un grave atentado 
contra la vida y salud, y poner en juego la propia vida para lograr obtener 
algún resultado beneficioso no nos parece razonable en ninguna 
circunstancia, ya que en realidad no se lograría algún logro, ya que tal 
como ya fue mencionado, el Estado puede dar termino a la huelga de 
hambre, aún contra la voluntad del huelguista, porque  el derecho a la vida 
y a la salud son derechos irrenunciables, y el Estado debe velar por el 
cumplimientos de aquellos. 
3.2. DENUNCIAS INERNACIONALES. 
Frente a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
nuestro país tiene varias denuncias aún vigentes, y durante años se han 
ignorado recomendaciones provenientes de la ONU. 
Una de las veces en que se recurrió a entes internacionales, fue el 
año 2010, cuando un comunero mapuche que participaba de la huelga de 
hambre, Héctor Llaitul, envía una carta que no se extendía a más de dos 
páginas al secretario general de la ONU, la cual a grandes rasgos en su 
interior se explicaba que se pedía que le Estado “respete los derechos políticos y 
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territoriales mapuche”40, también se daba mención a la recomendación de la 
no aplicación de la Ley Antiterrorista y la justicia militar a los mapuches 
que luchan por recuperar sus tierras, y que se cumpla un debido proceso. 
En resumen, se mencionaba todo lo que el pueblo mapuche 
demandaba en su momento y se afirmaba que ellos no eran terroristas, 
sino que simples luchadores que se defendían de la represión y buscaban 
obtener lo que les correspondía, tal cual, como sigue manteniéndose hasta 
el día de hoy, donde siguen corroborando que no son terroristas, sino que 
luchadores de una causa justa. 
En otra oportunidad, para ser más precisos, en Agosto del año 
2011, La Corte Interamericana de Derechos Humanos confirmó que 
“enjuiciará al Estado chileno por aplicar la Ley Antiterrorista a Aniceto Norin y 
Pascual Pichún, dos autoridades tradicionales del pueblo mapuche”41, caso conocido 
como No. 12.576, Norín Catrimán y otros. 
Estos mapuches fueron condenados el año 2003 por delito de 
tentativa de delito terrorista, donde la pena que se les asignó fue de cinco 
años y un día de presidio. 
El abogado que representó a los imputados Aniceto Norin y 
Pascual Pichún, fue el abogado Jaime Maradiaga, al encontrar que se 
violaba el debido proceso por causa de la aplicación de la Ley 
antiterrorista, por lo que se decide llevar el caso a la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, “no sólo para reparar a las víctimas, sino que para 
garantizar a otras personas que esto no vuelva a ocurrir”42 
                                                          
40 Comunero Mapuche en Huelga de hambre envía carta a secretario general  de la ONU, Radio.uchile.cl, disponible 
en http://radio.uchile.cl/noticias/83436/ , visitado el 17 de Junio del 2012. 
 
41 HERRERA Victor, Corte Interamericana revisará caso de mapuches enjuiciados por ley antiterrorista, 
Radio.uchile.cl, disponible en http://www.uni2.cl/2011/08/15/corte-interamericana-de-derechos-
humanos-abrira-juicio-contra-chile-por-aplicacion-de-ley-antiterrorista-a-mapuches/, visitado el 16 de 
Junio del 2012 
42 HERRERA Victor, Corte Interamericana revisará caso de mapuches enjuiciados por ley antiterrorista, 
Radio.uchile.cl, disponible en http://www.uni2.cl/2011/08/15/corte-interamericana-de-derechos-
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En el fondo, lo que buscaba el abogado, más que casos similares 
no volvieran a ocurrir, era condenar al Estado chileno por considerar que 
violaba la institucionalidad internacional, ya que se pasaron a llevar el 
principio de la igualdad, el de legalidad, el de debido proceso y la no 
discriminación. Este caso aún se encuentra vigente. 
Ha habido otros entes internacionales que se han interesado por el 
caso del conflicto mapuches y el Estado de Chile, donde por ejemplo, 
Chile fue reprendido por Amnistía Internacional (organización no 
gubernamental internacional preocupada de que los derechos humanos 
sean reconocidos y respetados), donde en el año 2009, se afirmó que los 
problemas no se resolvían con prontitud, y que seguían apareciendo 
nuevas acusaciones por violaciones a los derechos humanos en contra del 
pueblo originario mapuche. El año 2011 la directora ejecutiva de Amnistía 
Internacional, Ana Piquer declaró que la organización no está de acuerdo 
con el anonimato de los testigos, y que en el caso ocurrido por los 
mapuches condenados por el atentado contra el fiscal Mario Elgueta, 
consideran que los mapuches fueron totalmente discriminados, posición 
que, hasta el día de hoy, sigue afirmando esta organización internacional, 
en cuanto a la discriminación que se les da a los mapuches en general, no 
solo acotándose a ese caso en particular. 
Por el mismo caso mencionado con anterioridad, también se 
recurrió a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el presente año 
2012, donde se habría acogido la tramitación de la demanda en contra del 
Estado de Chile, por las mismas razones de siempre, donde la Corte “pidió 
la entrega de informes por la aplicación de la Ley Antiterrorista, el uso de testigos 
                                                                                                                                                                     
humanos-abrira-juicio-contra-chile-por-aplicacion-de-ley-antiterrorista-a-mapuches/, visitado el 16 de 
Junio del 2012 
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secretos y denuncias de torturas durante el juicio en que los cuatro comuneros fueron 
apresados”43 
En fin, son variadas las acusaciones sobre violaciones a los 
derechos humanos, al debido proceso, a garantías reconocidas 
internacionalmente, etc…que se han dado a lo largo de los años frente a 
entes internaciones, esto porque en nuestro país han ocurrido casos en que 
la justicia es muy difícil de encontrar, por lo que la solución más factible es 
recurrir a mediadores de otros países.  
 
CAPÍTULO 4: RESPUESTAS DEL ESTADO CHILENO 
FRENTE A LAS DEMANDAS MAPUCHES. 
Como bien se ha dado a conocer, el Estado de Chile entregó 
legalmente tierras a ciertas personas, las cuales al obtener un título válido 
se entendían dueñas de ellas, pero el problema está en que aquellos 
terrenos pertenecían a nuestro pueblo originario, por lo que la lucha por la 
reivindicación de ellas ha sido ardua durante el largo de los años. 
Hasta el presente año han ocurrido variadas huelgas, protestas, 
luchas por parte de los mapuches para lograr obtener alguna respuesta 
satisfactoria, pero cada vez se hace más difícil obtener algún resultado 
benéfico, esto debido a que la forma en que se han dado estas protestas 
sociales no ha sido de la manera más pacifica posible. Claramente el 
descontento y la impaciencia de que se les entregue una respuesta han 
causado que hayan ocurrido variados actos violentos, donde se le atribuye 
parte de esto al mismo Estado por no entregar una respuesta pronta, por 
no actuar de manera rápida, confiable y por no considerar a los mapuches, 
actuando en muchos casos de manera discriminatoria. 
                                                          
43 SALINAS, Javiera, Movimiento mapuche anuncia victoria parcial contra Estado, 24horas.cl, disponible en 
http://www.24horas.cl/nacional/movimiento-mapuche-anuncia-victoria-parcial-contra-estado-167096, 
visitada el 16 de Junio del 2012 
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Las respuestas duras del Estado frente al actuar de los mapuches, o 
de un sector de ellos, ha sido ocasionado por la gravedad de los delitos 
que estos han causado, pero,  ¿será necesario utilizar una ley tan dura 
como la 18.314? 
A lo largo de este trabajo se han dado a conocer diversos casos en 
que mapuches fueron enjuiciados por  delitos cometidos, delitos como el 
atentado contra el fiscal Elgueta, y en general delitos relacionados con 
incendios, aplicándoles la Ley Antiterrorista. 
Como bien dijimos, para que se entienda como delito terrorista, 
este debe ocurrir en determinadas circunstancias, como por ejemplo, con 
el propósito de producir en la población o en parte de ella el temor 
justificado de ser víctima de este tipo de delitos, sea entre otras cosas, 
porque se cometa para arrancar o inhibir resoluciones de la autoridad o 
imponerle exigencias. 
Según lo anterior y según los antecedentes rescatados, está más que 
claro que muchos de los delitos cometidos por los mapuches han sido 
para causar un terror en la población exigiendo a la autoridad el 
cumplimiento de sus demandas. Por ejemplo, casos de homicidio 
frustrado, o el invadir  propiedades como formas de protestar, llegando a 
incendiar estos predios, o vehículos, etc..lo único que hacen es causar un 
temor enorme, y la preocupación que se tiene hoy en día es que la 
seguidilla de actos violentos cada vez se van incrementando, no solo en 
número sino que también en violencia. 
Ahora bien, la forma en que uniformados se han enfrentado a 
estos hechos tampoco ha sido la más adecuada, ya que en muchas 
ocasiones han actuado con violencia extrema, llegando a existir diversas 
denuncias contra el ataque indiscriminado de carabineros contra 
mapuches, inclusive causando la muerte. Pero también el actuar de 
mapuches no ha sido pacifico, ya que se enfrentan a carabineros con 
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armas de fuego y violentamente, donde ya este año causaron la muerte de 
uno de ellos….¿Será por simple defensa, o por terrorismo puro?. 
Sin perjuicio de lo anterior, hasta este año, los delitos cometidos 
por un grupo de mapuches por querer recuperar lo que reclaman suyo, 
han ido aumentando cada vez más, de hecho,  las cifras que maneja el 
Ministerio Público son preocupantes, esto porque  “entre enero y mayo de este 
año se han registrado 103 hechos delictuales relacionados con el conflicto mapuche... 70 
más que en 2011, a la misma fecha, y 69 menos que todas las del año pasado”44. 
Bastante preocupante son las cifras mencionadas, pero cabe 
resaltar que no hay que enjuiciar a todo el pueblo mapuche por estos actos 
delictuales, ya que es solo un sector, el que los comete. Esta demás decir 
que el pueblo mapuche siempre ha luchado por obtener la reivindicación 
de sus tierras, pero, las luchas ocasionadas por medio de actos violentos e 
injustificados han sido producto de solo una minoría de ellos. 
Debido a la gravedad de los ilícitos se les ha aplicado la ley 18.314, 
considerando a esta minoría de mapuches protestantes como terroristas, 
debido a que cumplen con lo dispuesto en el artículo primero y segundo 
de dicha ley.  
Una de las mayores preocupaciones de los mapuches y de entes 
internacionales es justamente que se les aplique la ley en comento, debido 
a que, como bien se ha comentado, se entendería como una aplicación 
indiscriminada, vulnerando derechos y garantías. Pero, debido a los actos 
violentos cometidos a lo largo de los años, no pareciera suficiente 
sancionar de acuerdo a las penas que se les otorgan a los delitos comunes, 
debido a que los ilícitos han sido brutales. 
                                                          
44 DUARTE, Fernando, Recrudece la violencia en la zona mapuche: Ya van 70 delitos más que en 2011, 
La Segunda online, disponible en 
http://www.lasegunda.com/Noticias/Nacional/2012/06/755600/recrudece-la-violencia-en-la-zona-




Actualmente, el presidente Sebastián Piñera, como se mencionó en 
su oportunidad, modificó en ciertos puntos la presente ley, y se había 
comprometido después de las últimas huelgas de hambre a no utilizar más 
la ley en contra de comunero mapuches, pero claramente esto no se ha 
cumplido del todo.  
Las respuestas del Estado solo han sido en cuanto a procesar a los 
que comenten los delitos, pero en realidad no han dado mayor 
preocupación a la gran parte de las  demandas de los mapuches, las cuales 
se han sostenido a lo largo de los años. 
 
CAPÍTULO 5: ENTORNO INTERNACIONAL SOBRE EL 
ASUNTO INDÍGENA. 
La aplicación de la Ley Antiterrorista, por actos de protesta social 
provenientes de los mapuches por querer recuperar lo que es suyo, por sus 
derechos a las tierras y derechos políticos, ha causado una gran 
preocupación en diversos organismos internacionales, esto debido al uso 
indiscriminado de la ley, a la vulneración del debido proceso, a la 
transgresión del principio de igualdad, de los derechos humanos, entre 
otros… 
En efecto, “las instancias de derechos humanos de la ONU han constatado 
que la política penal impulsada en relación a ellos, y en particular la aplicación de esta 
ley en contra de personas indígenas, ha resultado en el incumplimiento de obligaciones 
asumidas por el Estado de Chile en virtud de tratados internacionales de derechos 
humanos de los que es parte”45, y es por esa razón que se le han otorgado 
diversas recomendaciones al Estado Chileno para poder mejorar la 
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situación actual, pero estas recomendaciones han quedado en el aire, ya 
que no se han implementado. 
 
CONCLUSIONES. 
En atención a lo anteriormente expuesto, queda de manifiesto que 
la Ley Antiterrorista es una ley severa, que castiga, sanciona delitos 
considerados como actos terroristas, los cuales se encuentran enumerados 
en los primeros artículos de esta ley. 
Si bien la presente ley ha pasado por varias modificaciones, aún se 
mantiene lo medular de ella, su contenido sigue siendo uno de los más 
polémicos tanto en nuestro país como en el ámbito internacional, esto 
debido a que se considera que se infringe el debido proceso 
(específicamente en el caso de la prisión preventiva y de los testigos 
protegidos), acarreando una vulneración a los derechos humanos. 
Queda de manifiesto que la identidad oculta de los testigos impide 
que se puedan refutar las pruebas presentadas por la acusación, y es más, 
estos testigos podrían llegar a mentir con impunidad. Pero según el delito 
cometido, y la real gravedad que tiene, es necesario ocultar la identidad del 
testigo, para efectos de entregar protección, tanto a su salud física como 
sicológica, debido a que el imputado tiene la calidad de peligroso, 
considerando este peligro más magno en relación a los delitos que se 
sancionan normalmente. Por lo tanto este hecho amerita tal protección. 
En el caso de la prisión preventiva, correspondería tener mayor 
cautela a la decisión de los fiscales, ya que muchas veces la decretan por 
periodos más prolongados, exagerando las causas, lo que claramente es un 
actuar injusto. Pero, sin perjuicio de lo anterior, aplicarla a hechos ilícitos, 
donde se demuestra su gravedad,  claramente se puede ordenar la prisión 




Considerando que el Estado de Chile entregó títulos de dominio 
legales a diversas personas, claramente no cumplió el acuerdo que tenía 
con los mapuches de no ocupar sus tierras, lo que se manifiesta en el 
descontento social de nuestro pueblo originario. 
Ahora bien, el pueblo mapuche,  busca por medio de protestas 
sociales que se le cumplan diversas demandas o promesas que el Estado de 
Chile le debe. Cabe resaltar que el pueblo mapuche en general es pacífico, 
pero existe una minoría que actúa de forma muy violenta escudándose en 
la justa causa por la que su pueblo lucha y por la poca respuesta del Estado 
o por su no cumplimiento, pero independientemente de si tienen o no 
razón en que se les cumplan sus demandas, el actuar violentamente no 
soluciona nada, solo causa dolor y temor a sus alrededores. 
La mayor zona conflictiva es en el sur del país, donde su desarrollo 
económico es indispensable para que pueda seguir surgiendo, por lo que 
se amerita de grandes inversiones en la zona, pero, debido a lo ocurrido 
durante aproximadamente 20 años,  se están ahuyentando las posibilidades 
de poder realizar  inversiones, precarizando los títulos de dominio. 
Efectivamente lo que ha ocurrido y lo que sigue ocurriendo es que 
el mapuche quiere q le devuelvan las tierras que eran de sus ancestros, 
presionando al Estado de diversas maneras,  tanto como por medio de 
huelgas de hambre, por medio de entes internacionales, o por medio de 
actos violentos, provocando el terror en las personas.  
La forma abrupta de actuar de esta minoría, es totalmente contraria 
a la forma de actuar del pueblo mapuche, ya que, como  fue mencionado, 
el pueblo mapuche es pacífico, y realizar actos delictuales, incendios, 
homicidios frustrados, u homicidios, con el solo motivo de causar terror 
para que se ceda a sus demandas, es realmente un acto terrorista, por lo 
que la aplicación de la ley 18.314 en estos casos es necesaria para poder 
restaurar el orden, y menciono como necesaria a esta ley, debido a que en 
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diversas ocasiones y épocas se intentó dar fin a estos actos ilícitos por 
medio de la legislación ordinaria tratando los actos como delitos comunes, 
pero la gravedad de los delitos cada vez fueron aumentando y cada vez 
fueron haciéndose más constantes, por lo que al aplicar una ley más 
severa, se buscaría lograr disminuir estos ilícitos, buscando que se pueda 
tener en consideración que no se logra obtener nada de manera violenta, 
sino que siempre es mejor buscar otras alternativas, como por medio del 
dialogo frente a las autoridades respectivas. 
Por lo tanto, considerando los antecedentes ya explicados a lo 
largo de este trabajo, que se aplique la Ley Antiterrorista es necesario en 
casos de extrema violencia, siempre que se cumplan los requisitos o 
circunstancias que se encuentran dentro de este cuerpo legal, los que dan a 
entender cuáles serían los actos terroristas. 
Sin perjuicio de lo anterior, si bien es cierto que uniformados a 
actuado de manera violenta, como en casos de allanamientos brutales o 
golpizas despiadadas, llegando a causar la muerte de comuneros 
mapuches, es necesario que se regularice esta situación, ya que no es 
posible que ocurra tal atropello contra derechos humanos, 
independientemente de la aplicación de la ley 18.314, ya que como se 
explicó en su oportunidad, dicha ley es necesaria en ciertos casos de 
extrema violencia que cumplen lo expuesto en los artículos primero y 
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